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			Introducción

			No hay duda de que parte fundamental de la revuelta social de octubre de 2019 está relacionada con la inconformidad con el sistema de pensiones, la cual ha permanecido muy vigente en las preocupaciones ciudadanas durante un par de décadas. Según la encuesta Termómetro Social –a cargo del Núcleo Milenio en Desarrollo Social (Desoc), el Centro de Microdatos de la Universidad de Chile y el Centro de Estudios de Conflicto y Cohesión Social (COES)– aplicada entre el martes 29 de octubre y el viernes 1 de noviembre de 2019, en los días del estadillo, el 91 % de la población en Chile evaluaba la demanda de cambios en “pensiones y jubilación” como la de mayor importancia entre los motivos del conflicto social de esos momentos (con nota diez en una escala de uno a diez). También se evaluó como la primera prioridad a reformar, el 95,5 % estuvo de acuerdo con avanzar primero en modificar el sistema de pensiones. Más recientemente, un sondeo de opinión de Data Influye señaló que la ciudadanía se inclina por que el primer proyecto que debería impulsar el gobierno de Gabriel Boric sea la “reforma al sistema de pensiones, sin AFP.” Esta opción tuvo el 22 % de las preferencias, superando a “intervención de los barrios donde se concentra el narcotráfico” (18 %), “aumento del sueldo mínimo y reducción de la jornada laboral” (17 %), “reforma tributaria que incluya a los superricos” (16 %) y reducción de las listas de espera en salud (13 %). 

			El sistema de AFP es la política pública que probablemente mejor representa el llamado experimento neoliberal chileno. El sistema está incrustado en lo más medular de nuestras políticas sociales y económicas, y, por lo tanto, en el desarrollo socioeconómico de Chile. Esta política pública, posiblemente, también permeó de forma profunda en las preferencias sociales de las personas, provocando una situación muy compleja de resolver de manera eficiente desde cualquier punto de vista. Por una parte, el énfasis que las mismas AFP hacen sobre la propiedad privada y la herencia ha puesto sobre la mesa una demanda por retiros de los fondos previsionales, lo que, junto con terminar con el sistema de AFP, provocaría dolorosos efectos en la economía por su interacción con algunos mercados de capitales, afectando además la sostenibilidad de un nuevo sistema de pensiones. Por otra parte, cumplir con el objetivo de seguridad social significa necesariamente ofrecer pensiones “dignas” que suavicen el consumo y den seguridad, lo que se puede lograr de manera sostenible usando los ahorros previsionales para pagar pensiones y solo pensiones. Esto, a su vez, implica aceptar que los ahorros previsionales son para materializar el derecho a la seguridad social, por sobre cualquier otro derecho, incluida a la propiedad privada de los fondos, y a su vez, tener lógicas de solidaridad en el sistema.

			El cambio constitucional puede ayudar a resolver este conflicto destrabando el problema político institucional del sistema electoral, pero probablemente no será suficiente. El principal problema es la economía política detrás de una reforma al sistema de AFP, cuya complejidad ha provocado un inmovilismo sin precedentes. No es un inmovilismo solo político, en el sentido de que sea conscientemente decidido por los actores, sino que la envergadura del cambio implicaría efectos económicos, sociales y políticos que pueden ser significativos. 






			1. El mito de la seguridad social

			El actual sistema de pensiones chileno se sustenta básicamente en tres cuerpos normativos: la Constitución de 1980, que señala el derecho a la seguridad social; el Decreto Ley 3.500 de 1980, que crea el sistema de AFP; y la Ley 20.255 de 2008, que conforma el Sistema de Pensiones Solidarias. 

			Lo que señala la Constitución de 1980 respecto al derecho a la seguridad social es lo suficientemente amplio y general para materializar sin contradicción un sistema de capitalización individual, cuando, en realidad, no es lo que se conoce como seguridad social. Es más, esta redacción tampoco impide que la ley pueda establecer un real sistema de seguridad social, es decir, uno que cumpla con los principios de suavizar el consumo, suficiencia y solidaridad. El problema es más bien político, lo que, en todo caso, también es un debate constitucional. Y junto con eso, el conocido principio de subsidiariedad que podría impedir, vía Tribunal Constitucional, la creación de un ente público como única institución a cargo de recaudar las cotizaciones obligatorias.

			Específicamente, en el artículo 19, la Constitución de 1980 describe el derecho a la seguridad social y enumera y describe deberes: “Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quorum calificado; la acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias; y el Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social”.

			Las leyes de quorum calificado son aquellas que para ser modificadas deben contar con la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio; es decir, 78 de 155  y 26 de 50, respectivamente. Este quorum está dentro de los denominados supramayoritarios y es parte de las razones por las cuales la Constitución de 1980 es, en algunas materias, un candado para los cambios. No el quorum en sí mismo, sino el hecho de que este convive con un sistema cuasibinominal que, a pesar de su modificación hace algunos años, en el Senado sigue teniendo efectos. 

			Cuando la Constitución apunta a la acción del Estado, en el segundo inciso, se refiere a que este deberá garantizar el acceso a prestaciones básicas uniformes. Esto no quiere decir que el Estado debe proveer la entrega de beneficios monetarios universales, sino que sus acciones deben asegurar que exista acceso a prestaciones. El acceso puede ser posible al estar afiliado al sistema de AFP y tener la oportunidad de una atención uniforme, en el sentido que todos los afiliados sean tratados con las mismas reglas. De hecho, este mismo inciso señala que las prestaciones pueden ser otorgadas por instituciones públicas o privadas, lo que debe quedar definido en la Ley respectiva; en este caso, el DL 3.500 (1980) que crea y especifica el sistema de AFP o la Ley 20.255 (2008) del Sistema de Pensiones Solidarias.

			El tercer inciso señala que la ley puede cobrar cotizaciones obligatorias. Esto permite que el DL 3.500, que es el cuerpo legal que le da contenido a este artículo constitucional, señale que las cotizaciones obligatorias puedan ser recaudadas por las AFP. No es necesariamente el Estado o una institución pública la que puede cobrar cotizaciones obligatorias, sino la ley. En general, en muchos países estas cotizaciones son recaudadas ya sea por el servicio de impuestos internos o por las instituciones de previsión social.

			El inciso cuarto señala que el Estado debe supervisar el derecho a la seguridad social. Es decir, para la Constitución de 1980, el Estado no garantiza beneficios y no recauda las cotizaciones obligatorias, pero sí fiscaliza. En términos prácticos, esto permite darle vida a la Superintendencia de Pensiones. Así como en otras áreas de las políticas sociales, el rol importante del Estado en la Constitución de 1980 es supervisar el mercado, en este caso el mercado de las AFP.

			En resumen, lo que señala la Constitución de 1980 respecto al derecho a la seguridad social es lo suficientemente amplio y general que puede incluir, sin contradicción, un sistema de capitalización individual, cuando en realidad, no es de seguridad social. Sin embargo, esta redacción tampoco impide que la ley pueda establecer un real sistema de seguridad social.

			Ahora bien, qué pasa con el principio de subsidiaridad, ese concepto que es defendido por quienes creen que este propiciará el desarrollo libre de la sociedad. La respuesta es que este principio sí podría impedirlo. No está textual en la actual constitución, sino que ha sido establecido por el Tribunal Constitucional –o la tercera cámara como lo denominan muchos– en variados dictámenes y se establece mediante la garantía de “libertad de elegir” entre diversas instituciones. Así, el Estado no es un ente que entregue derechos sociales. Los mercados y las instituciones privadas son las que proveen y el Estado supervisa y subsidia, o ayuda al que no es exitoso en el mercado. Este principio afectaría la idea de que exista un ente público que sea el único que recaude las contribuciones sociales, las administre y pague pensiones, como sucede en el resto del mundo a través de las instituciones de Previsión Social, ya que se podría argumentar que las personas tienen garantizado el derecho a elegir si quieren que su cotización previsional vaya a una institución pública o privada, y el Estado, entonces, no puede “discriminar” y tener otras condiciones para el ente público. Este último principio se ha usado para impedir que el Estado focalice el financiamiento a la educación escolar pública, por ejemplo. De usarse este principio, no se podría establecer un seguro social.

			Ahora, siempre refiriéndome al estado actual de las cosas en Chile, el segundo cuerpo normativo importante para el sistema de pensiones chileno es el DL 3.500 que señala que el sistema de AFP es un sistema de pensiones. Un sistema de pensiones, en general, lo que hace es establecer la forma en la cual se materializa el derecho a una pensión, dadas ciertas condiciones, como la edad de jubilación. Aunque esto puede parecer obvio, hace tiempo que no lo es, aun menos después de los retiros de los fondos de pensiones en los últimos años. 

			Las AFP han intentado disputar la idea de transformación del sistema poniendo énfasis en la propiedad privada de los fondos de pensiones y la herencia. La pregunta ¿prefiere usted que se deposite la cotización de su salario a su cuenta individual o a un pozo común? ha sido frecuente y pagada por las AFP. Esta se ha plasmado en varios avisos publicitarios, redes sociales de las administradoras e incluso en ciertas encuestas de opinión ligadas a estos sectores. Es decir, la defensa política y comunicacional del sistema de capitalización individual es el “derecho de propiedad” sobre los fondos en las cuentas individuales.
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